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Tributación de los servicios descritos a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido.

Contestación
completa

1.- El artículo 4, apartado uno de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor
Añadido (BOE de 29 de diciembre), establece que “estarán sujetas al Impuesto las entregas de
bienes y prestaciones de servicios realizadas en el ámbito espacial del Impuesto por empresarios o
profesionales a título oneroso, con carácter habitual u ocasional, en el desarrollo de su actividad
empresarial o profesional, incluso si se efectúan a favor de los propios socios, asociados, miembros
o partícipes de las entidades que las realicen.”.

El apartado dos, letras a) y b), del mismo precepto señala que “se entenderán realizadas en el
desarrollo de una actividad empresarial o profesional:

a) Las entregas de bienes y prestaciones de servicios efectuadas por las sociedades mercantiles,
cuando tengan la condición de empresario o profesional.

b) Las transmisiones o cesiones de uso a terceros de la totalidad o parte de cualesquiera de los
bienes o derechos que integren el patrimonio empresarial o profesional de los sujetos pasivos,
incluso las efectuadas con ocasión del cese en el ejercicio de las actividades económicas que
determinan la sujeción al Impuesto.”.

Por otra parte, de acuerdo con lo establecido en el artículo 5.uno de la citada Ley 37/1992, se
reputarán empresarios o profesionales, a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido:

“a) Las personas o entidades que realicen las actividades empresariales o profesionales definidas
en el apartado siguiente de este artículo.

No obstante, no tendrán la consideración de empresarios o profesionales quienes realicen
exclusivamente entregas de bienes o prestaciones de servicios a título gratuito, sin perjuicio de lo
establecido en la letra siguiente.

b) Las sociedades mercantiles, salvo prueba en contrario.

(…).”.

En este sentido, el apartado dos, de este artículo 5, establece que “son actividades empresariales o
profesionales las que impliquen la ordenación por cuenta propia de factores de producción
materiales y humanos o de uno de ellos, con la finalidad de intervenir en la producción o distribución
de bienes o servicios.

En particular, tienen esta consideración las actividades extractivas, de fabricación, comercio y
prestación de servicios, incluidas las de artesanía, agrícolas, forestales, ganaderas, pesqueras, de
construcción, mineras y el ejercicio de profesiones liberales y artísticas.”.



En consecuencia, la consultante tiene la condición de empresario o profesional y estarán sujetas al
Impuesto sobre el Valor Añadido las entregas de bienes y prestaciones de servicios que en el
ejercicio de su actividad empresarial o profesional realice en el territorio de aplicación del Impuesto.

2.- Debe advertirse a la entidad consultante que el 29 de marzo de 2017, el Reino Unido notificó al
Consejo Europeo su intención de retirarse de la Unión Europea y de la Comunidad Europea de la
Energía Atómica, de conformidad con el artículo 50 del Tratado de la Unión Europea (en adelante,
TUE).

Con arreglo al artículo 50, apartado 3 del TUE, los Tratados dejarán de aplicarse al Estado que se
retira a partir de la fecha de entrada en vigor del Acuerdo de Retirada o, en su defecto, a los dos
años de la notificación, salvo si el Consejo Europeo, de acuerdo con dicho Estado, decide por
unanimidad prorrogar dicho plazo.

El 14 de noviembre de 2017, la Unión Europea y el Reino Unido alcanzaron un Acuerdo sobre la
retirada del Reino Unido de la Unión Europea (BREXIT). El Acuerdo sobre la Retirada del Reino
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea y de la Comunidad Europea de la
Energía Atómica se publicó en el Diario Oficial de la Unión Europea de 12 de noviembre de 2019.

El 31 de enero de 2020 se produjo la salida efectiva de Reino Unido de la Unión Europea, no
obstante, el Acuerdo de Retirada contemplaba un período transitorio hasta el 31 de diciembre de
2020, durante el que se ha continuado aplicando la legislación comunitaria en el Reino Unido en
relación al mercado interior, unión aduanera y las políticas comunitarias.

El período transitorio ha finalizado el 31 de diciembre de 2020 por lo que, desde esa fecha, la
Directiva 2006/112/CE, del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema común del
Impuesto sobre el Valor Añadido, ha dejado de ser aplicable en el Reino Unido que, desde ese
momento, debe ser considerado, a los efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido, un país tercero.

No obstante, lo dispuesto en el párrafo anterior, el Acuerdo de Retirada incluye un Protocolo para
Irlanda e Irlanda del Norte que garantiza, durante un período de al menos 4 años tras el período
transitorio y a los efectos del sistema común del Impuesto sobre el Valor Añadido, la consideración
de Irlanda del Norte como territorio de la Comunidad.

La consideración de Irlanda del Norte como territorio de la Comunidad quedará limitada, sin
embargo, a las transacciones que tengan por objeto bienes (quedan excluidas las prestaciones de
servicios).

También tendrá Irlanda del Norte dicha consideración en lo que se refiere al procedimiento previsto
en la 2008/9/CE del Consejo, de 12 de febrero de 2008, por la que se establecen disposiciones de
aplicación relativas a la devolución del Impuesto sobre el Valor Añadido, prevista en la Directiva
2006/112/CE, a sujetos pasivos no establecidos en el Estado miembro de devolución, pero
establecidos en otro Estado miembro, aunque exclusivamente para la solicitud de devolución de las
cuotas soportadas por la adquisición de bienes o las cuotas satisfechas por las operaciones de
importación de bienes, en Irlanda del Norte o en otro Estado miembro.

Los operadores que efectúen operaciones intracomunitarias de bienes desde Irlanda del Norte o los
que pretendan obtener la devolución de las cuotas del impuesto a través de la Directiva 2008/9/CE,
deberán estar identificados con un número de identificación a efectos del Impuesto sobre el Valor
Añadido con el prefijo “XI”.

A la fecha de la presentación de la presente consulta, el Reino Unido ya no tenía la consideración
de territorio de la Comunidad a efectos del sistema común del Impuesto sobre el Valor Añadido
pues, en el momento de la publicación de esta contestación, el período transitorio ya ha finalizado.

En cualquier caso, debe tenerse en cuenta que la Comisión Europea ha publicado varias notas
dirigidas a los operadores con el objeto de resumir las consecuencias de la retirada del Reino Unido
de la Unión Europea y el Impuesto sobre el Valor Añadido y que pueden consultarse a través de la
página web de la Agencia Estatal de Administración Tributaria (www.aeat.es), en la sección
dedicada al “Brexit”.

3.- Las reglas aplicables al efecto de determinar cuándo las prestaciones de servicios han de
entenderse localizadas en el territorio de aplicación del Impuesto se contienen en los artículos 69 y
70 de la Ley 37/1992.

En concreto, el artículo 69.Uno.1º de la Ley 37/1992, establece la regla general de las prestaciones
de servicios cuando el destinatario es un empresario o profesional:

“Uno. Las prestaciones de servicios se entenderán realizadas en el territorio de aplicación del
Impuesto, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado siguiente de este artículo y en los artículos 70
y 72 de esta Ley, en los siguientes casos:

1.º Cuando el destinatario sea un empresario o profesional que actúe como tal y radique en el citado
territorio la sede de su actividad económica, o tenga en el mismo un establecimiento permanente o,
en su defecto, el lugar de su domicilio o residencia habitual, siempre que se trate de servicios que
tengan por destinatarios a dicha sede, establecimiento permanente, domicilio o residencia habitual,



con independencia de dónde se encuentre establecido el prestador de los servicios y del lugar
desde el que los preste.

2.º Cuando el destinatario no sea un empresario o profesional actuando como tal, siempre que los
servicios se presten por un empresario o profesional y la sede de su actividad económica o
establecimiento permanente desde el que los preste o, en su defecto, el lugar de su domicilio o
residencia habitual, se encuentre en el territorio de aplicación del Impuesto.

Dos. Por excepción de lo dispuesto en el número 2.º del apartado Uno del presente artículo, no se
entenderán realizados en el territorio de aplicación del Impuesto los servicios que se enumeran a
continuación cuando el destinatario de los mismos no sea un empresario o profesional actuando
como tal y esté establecido o tenga su domicilio o residencia habitual fuera de la Comunidad, salvo
en el caso de que dicho destinatario esté establecido o tenga su domicilio o residencia habitual en
las Islas Canarias, Ceuta o Melilla:

(…)

d) Los de asesoramiento, auditoría, ingeniería, gabinete de estudios, abogacía, consultores,
expertos contables o fiscales y otros similares, con excepción de los comprendidos en el número 1.º
del apartado Uno del artículo 70 de esta Ley.

(…).”.

De acuerdo con lo anterior, y dada la naturaleza de los servicios profesionales prestados por la
consultante, los mismos quedarán sujetos al Impuesto sobre el Valor Añadido cuando el destinatario
del servicio sea un empresario o profesional actuando como tal y tenga en el territorio de aplicación
del Impuesto, tal como se define en el artículo 3 de la Ley 37/1992, la sede de actividad económica
o cuente en el mismo con un establecimiento permanente o, en su defecto, su residencia o domicilio
habitual siempre que los servicios en cuestión tengan por destinatarios a esa sede, establecimiento,
residencia o domicilio.

En consecuencia, los servicios prestados por la consultante estarán no sujetos al Impuesto sobre el
Valor Añadido toda vez que su destinatario es una sociedad establecida en el Reino Unido por lo
que no deberá repercutir cuota alguna del impuesto en la factura que expida para documentar dicha
prestación de servicios.

4.- No obstante lo anterior, el artículo 70, apartado dos, de la Ley 37/1992, con la nueva redacción
dada por el artículo 68 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del
Estado para el año 2021 (BOE de 31 de diciembre), establece un criterio de gravamen económico
basado en la utilización o explotación efectiva de determinados servicios para los cuales las reglas
referentes al lugar de realización de las prestaciones de servicios determinarían la no sujeción al
Impuesto y dispone lo siguiente:

“Dos. Asimismo, se considerarán prestados en el territorio de aplicación del Impuesto los servicios
que se enumeran a continuación cuando, conforme a las reglas de localización aplicables a estos
servicios, no se entiendan realizados en la Comunidad, Islas Canarias, Ceuta o Melilla, pero su
utilización o explotación efectivas se realicen en dicho territorio:

1.º Los enunciados en el apartado Dos del artículo 69 de esta Ley, cuyo destinatario sea un
empresario o profesional actuando como tal.

2.º Los de mediación en nombre y por cuenta ajena cuyo destinatario sea un empresario o
profesional actuando como tal.

3.º Los de arrendamiento de medios de transporte.

4.º Los prestados por vía electrónica, los de telecomunicaciones, de radiodifusión y de televisión.”.

A estos efectos, los servicios objeto de consulta son servicios de carácter profesional o de
asesoramiento respecto de los que este Centro directivo entiende que estarían dentro de los
enumerados en el artículo 70.Dos anteriormente transcrito toda vez que serían asimilables a los
servicios “de asesoramiento, auditoría, ingeniería, gabinete de estudios, abogacía, consultores,
expertos contables o fiscales y otros similares” a los que se refiere el apartado d) del artículo 69.Dos
de la Ley 37/1992.

Este Centro directivo se ha pronunciado reiteradamente en relación con los requisitos que deben
concurrir para que la referida cláusula de invalidación del criterio de gravamen jurídico o basado en
la ruta contractual, resulte procedente, de conformidad con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia
de la Unión Europea (TJUE), manifestado en su sentencia de 19 de febrero de 2009, asunto C-1/08,
Athesia Druck Srl.

En esencia, dichos requisitos son los siguientes:

1º. Los servicios para los cuales puede resultar aplicable el artículo 70.Dos son, exclusivamente, los
citados de forma expresa en dicho precepto de la Ley 37/1992.

2º. Con carácter general, tales servicios deben ser prestados a empresarios o profesionales
actuando como tales, salvo cuando se trate de servicios prestados por vía electrónica,



telecomunicaciones, radiodifusión o televisión o arrendamiento de medios de transporte, en cuyo
caso los destinatarios podrán ser, asimismo, particulares.

En todo caso, deberá atenderse al destinatario real del servicio.

3º. La aplicación de lo dispuesto en el artículo 69.Uno.1º de la Ley 37/1992 a los servicios de que se
trate, extrapolada a toda la Comunidad, debe conducir a que la localización de los mismos tenga
lugar fuera de dicha Comunidad, exceptuadas las Islas Canarias, Ceuta o Melilla.

4º. Los servicios concernidos deberán utilizarse o explotarse efectivamente desde un punto de vista
económico en el territorio de aplicación del Impuesto.

Este último requisito deberá valorarse de forma individualiza de acuerdo con la naturaleza del
servicio de que se trate.

Asimismo, tratándose de operaciones entre empresarios o profesionales, el servicio respecto del
cual se cuestione la aplicabilidad de la norma ha de ser un servicio que, de alguna forma, directa o
indirecta, esté relacionado con las operaciones que se efectúen en el territorio de aplicación del
Impuesto.

Por otra parte, es preciso señalar que el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en su reciente
sentencia de 15 de abril de 2021, asunto C-593-19, SK Telecom, ha señalado respecto a la
aplicación de dicha cláusula lo siguiente:

“43 Habida cuenta del tenor del artículo 59 bis, párrafo primero, letra b), de dicha Directiva y de su
ubicación en la subsección 10, titulada «Medidas destinadas a evitar los casos de doble imposición
y de no imposición», de la sección 3 del capítulo 3 del título V de la misma Directiva, procede
considerar que la facultad que ofrece esta disposición no solo se inscribe en el contexto de la
prevención de distorsiones de la competencia, sino que también pretende evitar los casos de doble
imposición y de no imposición.

44 De ello se deduce que los Estados miembros pueden hacer uso de la facultad prevista en el
artículo 59 bis, párrafo primero, letra b), de la referida Directiva cuando tal uso tenga como único
efecto paliar una situación de no imposición en el seno de la Unión, lo que, según la información de
que dispone el Tribunal de Justicia, era el caso de los servicios de itinerancia controvertidos en el
litigio principal.

45 En segundo lugar, como señaló el Abogado General en el punto 88 de sus conclusiones, debe
precisarse que, a efectos de la aplicación de esta disposición, los eventuales casos de doble
imposición, de no imposición o de distorsiones de la competencia han de apreciarse en función del
tratamiento fiscal dispensado a los servicios en cuestión en los Estados miembros, sin que proceda
tener en cuenta el régimen fiscal al que están sometidos dichos servicios en el país tercero de que
se trate.”.

De acuerdo con dicha sentencia la aplicación de la cláusula de uso y explotación efectiva es
independiente del régimen fiscal establecido en el tercer Estado.

En el presente caso, para apreciar la aplicabilidad del criterio de uso efectivo de los servicios objeto
de consulta en el territorio de aplicación del Impuesto, habrá de actuarse en dos fases:

1ª) Han de localizarse las operaciones a las que sirva o en relación con las cuales se produzca la
utilización o explotación efectiva del servicio de que se trate. Únicamente si esta localización
conduce a considerar dichas operaciones realizadas en el territorio de aplicación del Impuesto cabrá
la aplicación de lo dispuesto en el artículo 70.Dos de la Ley 37/1992.

2ª) Ha de determinarse la relación de tales operaciones con la prestación de servicios que se trata
de localizar, al efecto de apreciar si efectivamente se produce la utilización o explotación efectivas
de la misma en la realización de las operaciones a que se refiere el ordinal anterior o no es así. Esta
relación puede ser directa o indirecta.

Asimismo, se puede plantear el caso de prestaciones de servicios que sirvan tanto a operaciones
que hayan de considerarse realizadas en el territorio de aplicación del tributo como fuera de él.

Por otra parte, la Comisión Europea se ha pronunciado sobre la interpretación y aplicación de la
norma de uso efectivo y disfrute a servicios relativos a estudios de mercado. Estima la Comisión que
la aplicación de la citada cláusula requiere tener en cuenta la actividad que realiza el destinatario del
servicio en el Estado miembro donde materialmente se lleva a cabo el mismo y considera que si el
destinatario del servicio está llevando a cabo operaciones sujetas al Impuesto sobre el Valor
Añadido en tal Estado miembro a las que se refiera el servicio en cuestión, cabría establecer un
vínculo que permita la aplicación de la cláusula de uso efectivo.

No obstante lo anterior, el Tribunal Supremo en sus sentencias de 16 de diciembre de 2019, número
1782/2019 (Rec. 6477/2018), y de 17 de diciembre de 2019, número 1817/2019 (Rec. 6274/2018),
en las que se analiza la sujeción al Impuesto de determinados servicios prestados a favor de un
empresario o profesional no establecido en la Comunidad por aplicación de la regla de uso y disfrute
contenida en el artículo 70.Dos de la Ley, de conformidad con la jurisprudencia del TJUE, concluye
que la regla de uso y explotación efectivos prevista en el artículo 70.Dos de la Ley 37/1992 resultará



de aplicación en aquellos supuestos en los que los servicios prestados por la entidad establecida en
el territorio de aplicación del impuesto a una entidad establecida fuera de la Comunidad, ya sea ésta
su destinataria inicial o final, sean usados o explotados efectivamente en el territorio de aplicación
del Impuesto.

En todo caso, debe hacerse referencia a la resolución del Tribunal Económico Administrativo Central
(en adelante TEAC), de 22 de julio de 2020 (procedimiento 00-01532-2017), en la que se analiza el
lugar de realización de una prestación de servicios publicitarios por parte de una entidad establecida
en el territorio de aplicación del Impuesto a entidades no establecidas en la Comunidad, en la que el
TEAC mantiene los fundamentos y criterios recogidos en contestaciones vinculantes de este Centro
directivo, como la de 28 de febrero de 2013, número V0629-13, de tal forma que la interpretación del
artículo 70.Dos de la Ley debe realizarse de conformidad con la jurisprudencia del TJUE, de
conformidad con lo señalado en la referida sentencia de 19 de febrero de 2009, asunto C-1/08,
Athesia Druck Srl en la que estableció la procedencia de la citada cláusula a los servicios
publicitarios prestados por un proveedor comunitario a un empresario establecido en un país
tercero, cuando la utilización efectiva del servicio no iba a ser realizada por este último sino por
clientes del mismo (clientes austríacos o alemanes de acuerdo con la descripción que se contienen
en la sentencia) en un Estado miembro de la Comunidad (Italia).

En la referida sentencia, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea puso de manifiesto lo siguiente:

“38 Habida cuenta de todas las consideraciones anteriores, procede responder a la cuestión
prejudicial planteada lo siguiente:

- En materia de prestaciones de publicidad, cuando el destinatario de la prestación está establecido
fuera del territorio de la Comunidad, el lugar de la prestación se fija, en principio, conforme al
artículo 9, apartado 2, letra e), de la Sexta Directiva, en el domicilio del destinatario. Sin embargo,
los Estados miembros pueden hacer uso de la facultad prevista en el artículo 9, apartado 3, letra b),
de la Sexta Directiva y, como excepción a dicho principio, fijar el lugar de la prestación de servicios
de que se trata en el interior del Estado miembro.

- Si se recurre a la facultad prevista en el artículo 9, apartado 3, letra b), de la Sexta Directiva, una
prestación de publicidad realizada por un proveedor establecido en la Comunidad en favor de un
destinatario, final o intermedio, situado en un tercer Estado, se considera efectuada en la
Comunidad, siempre y cuando la utilización y la explotación efectivas, en el sentido del artículo 9,
apartado 3, letra b), de la Sexta Directiva, se lleven a cabo en el interior del Estado miembro de que
se trata; esto sucede, en materia de prestaciones de publicidad, cuando los mensajes publicitarios
objeto de la prestación se difunden desde el Estado miembro de que se trata”.

Con base en lo anterior, el TEAC concluye lo siguiente en su resolución:

“El TJUE, por tanto, establece claramente que en prestaciones de servicios de publicidad, el país en
el que se realiza la utilización y explotación efectivas es aquel desde el que se difunden los
mensajes publicitarios, con independencia de que esa utilización la haga el destinatario inicial de la
operación, o el destinatario ulterior en la cadena.

(…).”.

En consecuencia, la regla de uso y explotación efectiva prevista en el artículo 70.Dos de la Ley
37/1992 resultará de aplicación en aquellos supuestos en los que los servicios prestados por la
entidad establecida en el territorio de aplicación del impuesto a una entidad establecida fuera de la
Comunidad, exceptuadas las Islas Canarias, Ceuta y Melilla, ya sea ésta su destinataria inicial o
final, sean usados o explotados efectivamente en el territorio de aplicación del Impuesto, con
independencia de que cualquiera de dichas destinatarias realice en el referido territorio operaciones
sujetas al Impuesto o no.

A estos efectos, debe señalarse que dicho uso o explotación efectivos en el territorio de aplicación
del impuesto deberá analizarse caso por caso y se trataría de una cuestión de hecho respecto de la
que este Centro directivo no puede pronunciarse y será el propio interesado quien habrá de
presentar, en su caso, los medios de prueba que, conforme a derecho, sirvan para justificar tal
circunstancia, los cuales serán valorados por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

5.- Respecto de los medios de prueba, el artículo 106 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre,
General Tributaria (BOE del 18 de diciembre), establece que en los procedimientos tributarios serán
de aplicación las normas que sobre medios y valoración de pruebas se contienen en el Código Civil
y en la Ley de Enjuiciamiento Civil, salvo que la Ley establezca otra cosa.

En relación con los medios y valoración de pruebas hay que citar, también, el artículo 105.1 del
mismo texto legal, que en relación con la carga de la prueba establece que “en los procedimientos
de aplicación de los tributos quien haga valer su derecho deberá probar los hechos constitutivos del
mismo”.

A estos efectos, debe tenerse en cuenta lo establecido en relación con la prueba en el capítulo V del
título I del libro IV del Código Civil, así como lo dispuesto en los capítulos V y VI del título I del libro II



de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Concretamente, el artículo 299 de la Ley 1/2000 enumera los
medios de prueba.

Por lo que se refiere a la valoración de las pruebas, hay que señalar que en el ordenamiento jurídico
español rige el principio general de valoración libre y conjunta de todas las pruebas aportadas,
quedando descartado como principio general el sistema de prueba legal o tasada.

6.- Lo que comunico a Vd. con efectos vinculantes, conforme a lo dispuesto en el apartado 1 del
artículo 89 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.


